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La Asamblea general  de delegados, puede quitar la investidura de delegado a un asociado elegido por voto popular de los asociados, por el hecho de denunciar irregularidades y de otra parte por no estar al corriente en sus obligaciones.

La Ley 79 de 1988, artículo 27 consagra “La asamblea general es el órgano máximo de administración de las cooperativas y sus decisiones son obligatorias para todos los asociados, siempre que se hayan adoptado de conformidad con las normas legales, reglamentarias o estatutarias...”

Así mismo, el artículo 29 de la mencionada ley señaló “Los estatutos podrán establecer que la asamblea general de asociados sea sustituida por asamblea general de delegados, cuando aquella se dificulte en razón del número de asociados que determinen los estatutos, o por estar domiciliados en diferentes municipios del país, o cuando su realización resultare desproporcionadamente onerosa en consideración a los recursos de la cooperativa.

“ El número mínimo de delegados será de veinte (20).

“ En este evento los delegados serán elegidos en el número y para el período previsto en los estatutos y el consejo de administración reglamentará el procedimiento de elección, que en todo caso deberá garantizar la adecuada información y participación de los asociados. (lo resaltado es nuestro)

“ A la asamblea de delegados le serán aplicables, en lo pertinente, las normas relativas a la asamblea general de asociados”.

En sentido similar, la ley cooperativa le atribuye funciones  a la Asamblea General Ordinaria. Se encuentra entre otras, la de establecer las políticas y directrices generales de la cooperativa para el cumplimiento del objeto social,  como también las demás que señale la ley y los estatutos ( numerales 1 y 9 del artículo 34 de la Ley 79 de 1988).

Al respecto cabe señalar que el Código de Comercio consagró, dentro de las funciones que ejerce la Asamblea, la de adoptar las medidas que reclamen el cumplimiento de los estatutos y el interés común de los asociados (artículo 187, numeral 6 íbidem). El anterior artículo, es posible aplicarlo por  remisión expresa del artículo 158 de la Ley 79 de 1988.  

Descendiendo al tema en estudio, considera esta Superintendencia que es necesario tener en cuenta los principios de la economía solidaria, en especial el de autonomía, autodeterminación y autogobierno  (artículo 4, numeral 8 de la Ley 454 de 1988). (se resalta)

La doctrina de esta entidad ha expresado que el principio de la Autogestión se caracteriza porque en las entidades cooperativas o las demás formas asociativas del sector solidario,  la administración de las mismas está a cargo de sus propios asociados y no puede ser delegada en terceras personas (Circular Externa No.007 del 29 de diciembre de 1999). 

De lo anterior, se desprende que  la administración del ente cooperativo se encuentra radicada en cabeza de los asociados (asamblea general), que por ley se le otorga a este órgano la función de elegir a los delegados, así como las de removerlos; igualmente, por mandato del legislador, corresponde a los delegados representar a los asociados que los eligieron, así mismo optar por las decisiones más convenientes para el ente cooperativo.

Cuando los asociados hábiles han elegido sus Delegados para el período determinado estatutariamente a estos no se les puede quitar su investidura sino por las causales que están expresamente consagradas en el estatuto de la entidad, observando el procedimiento dispuesto en el mismo para el efecto y  preservando, en todo caso, el derecho de defensa.

No está previsto en la ley como causal de pérdida de investidura de un delegado el no estar al corriente en sus obligaciones; por lo tanto, sólo en el evento en que este hecho esté consagrado estatutariamente como tal, y respetando el debido proceso, podría despojársele de su mandato.

Ahora bien, en el caso de que estatutariamente está contemplada la libre remoción, en cualquier tiempo, de los delegados, si un delegado ha dado muestras de eficiencia y honorabilidad, entre otras cualidades, y a pesar de esto la Asamblea de asociados o de delegados según estatutos, quiere optar por quitarle la investidura al delegado en forma injusta, seguramente se estaría ante una decisión equivocada pero que escaparía a la competencia de esta Superintendencia valorar o definir, pues de hacerlo se estaría inmiscuyendo indebidamente en la autonomía de la cooperativa  respectiva.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que  la asamblea general de delegados u otro órgano de la cooperativa, así como los delegados disidentes o los ausentes,  observen que la decisión tomada por la  Asamblea General está viciada de nulidad porque no se ajusta a la ley o los estatutos y reglamentos, procede dentro de los dos meses siguientes, la impugnación de dicha decisión, la que debe elevarse ante los jueces municipales civiles,  quienes por ley son los competentes (artículo 45 de la Ley 79 de 1988).

